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1. El diseño comunitario de la política medioambien-
tal.
 
	 Los Tratados fundacionales de la CEE de 1957 no previeron la polí-
tica ambiental como materia a desarrollar por las recién creadas instituciones 
comunitarias. No obstante, situaciones y circunstancias de diversa etiología pro-
piciaron que se iniciara una reflexión acerca de la necesaria consideración de los 
problemas medioambientales para una correcta articulación de esa Europa unida 
que se pretendía constituir.
	 Las reticencias iniciales se amparaban en que las medidas de protección 
ambiental supondrían un serio obstáculo al desarrollo empresarial, contrarias al 
principio de libre circulación de bienes y mercancías, deviniendo una auténtica 
traba al comercio.
	 Pero, simultáneamente, el aumento de los niveles de contaminación, y 
sobre todo, la constatación de que los daños ambientales no quedaban reducidos 
a las fronteras de un Estado, evidenció que las legislaciones nacionales no basta-
ban para solucionar un problema de tal calado, siendo necesario instituir algunos 
mecanismos de cooperación intergubernamental. 
	 Así en la década de los setenta se produjo un cambio sustancial con el 
reconocimiento de que una política comunitaria de medio ambiente era tanto una 
necesidad fundamental como legítima[1].
	 La preocupación medioambiental dejó de ser un tema de interés para 
una minoría de amantes de la naturaleza, para convertirse en un tema de interés 
general. 
	 La labor de la Unión Europea en los últimos treinta años ha sido capital 
en este sentido. Ha propiciado el acuerdo para el desarrollo de nuevas políticas 
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ambientales, la aprobación de nuevos marcos legislativos y la adopción de me-
didas realistas para su aplicación. Ha colaborado igualmente en la elaboración 
de programas globales para luchar contra la contaminación, desarrollando un 
programa de sensibilización de los ciudadanos acerca de la importancia de este 
tema[2].
	 En 1992, con la adopción del Tratado de Maastricht, se consideró que 
el medio ambiente no es un “departamento estanco” dentro de las políticas co-
munitarias, sino que las decisiones adoptadas en otros ámbitos les afectan bien o 
mal. Es por ello que desde entonces las políticas medioambientales deberán ser 
consideradas para el desarrollo de cualquier iniciativa que puedan afectarles.
	 A nivel global, la Unión ha favorecido e impulsado acuerdos para luchar 
contra el cambio climático, apostando por compromisos prácticos e impulsando 
un progreso sólido[3]. La labor desarrollada desde la Cumbre de la Tierra (Rio de 
Janeiro, 1992) hasta la cumbre de Johannesburg, pasando por Kioto (1997) son 
buena muestra de la apuesta decidida de la Unión por una lucha sin cuartel para 
la defensa y protección del medio ambiente desde una perspectiva universal e 
integradora.
	 Desde el año 1973, la Unión ha adoptado una serie de planes de acción 
en materia medioambiental muy completos. En el 2001 lanzó su Sexto Plan de 
Acción en Materia de Medio Ambiente. Con vigencia hasta el 2010 define siete 
grandes ámbitos en los que es preciso seguir trabajando: contaminación atmos-
férica, reciclado de residuos, gestión de los recursos, protección del suelo, medio 
ambiente urbano, uso sostenible de los pesticidas y medio ambiente marítimo.
	 El Programa de Acción no pretende solo elaborar iniciativas legislati-
vas, sino que asumiendo una nueva perspectiva, pretende potenciar la cooperaci-
ón, la información [4] y la actuación conjunta con todos los sectores interesados.

2. El marco normativo: el incumplimiento de los Esta-
dos.
 
	 El art. 174 TUE establece que la política comunitaria medioambiental 
responderá a cuatro grandes objetivos:

- conservación, protección y mejora de la calidad del medio ambiente;
- protección de la salud de las personas;
- utilización prudente y racional de los recursos naturales;
- fomento de las medidas a escala internacional destinadas a hacer frente a los 
problemas regionales o mundiales del medio ambiente.

Por otra parte, la política de la Unión en materia medioambiental debe 
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basarse en el principio de cautela. Como ha señalado la propia Comisión, esto 
significa que en los casos de riesgo en los que no se cuente con pruebas científi-
cas concluyentes, pero si con un estudio inicial que permita albergar dudas razo-
nables sobre los posibles efectos perversos sobre el medio ambiente y la salud, 
se deberá considerar la adopción de medidas al respecto[5].

Junto a él se formalizan, igualmente, los principios de prevención y 
preservación, el de corrección de los atentados al medio ambiente en la fuente[6], 
y el ya clásico principio de “quien contamina paga”.

Todo ello en el contexto del principio que rige todos los ámbitos de ac-
tividad comunitaria, y que no es otro que el de desarrollo sostenible[7]. Con este 
se pretende conseguir un equilibrio entre el desarrollo económico y social y la 
defensa del medio ambiente. Que la explotación de los recursos naturales se haga 
de tal forma que, propiciando el progreso de los pueblos, se proteja la propia na-
turaleza para que las próximas generaciones puedan seguir prosperando.

Junto a estas menciones en los Tratados, la legislación ambiental cuenta 
con una trayectoria de más de 25 años[8]. Desde entonces más de 200 directivas 
y reglamentos han intentado poner restricciones y limitaciones  a las actividades 
lesivas, centrándose fundamentalmente en la protección del medio acuático, el 
control de la contaminación atmosférica, las sustancias químicas, la protección 
de la fauna y la flora, la contaminación acústica, la eliminación de residuos, y 
últimamente, la biodiversidad y el desarrollo sostenible.

Pero, junto al principio de desarrollo sostenible, el principio de 
subsidiariedad[9] juega un papel relevante que no debe obviarse. Como es co-
nocido, este principio significa que el desarrollo de determinadas políticas no 
habrá de ser gestionados y desarrollados íntegramente por la Unión. Si los obje-
tivos pueden alcanzarse por los Estados, la Unión no actuará. A sensu contrario 
cuando quede patente la inoperancia o la insuficiencia de la actuación estatal, el 
desarrollo será a nivel comunitario.

Pero en el ámbito medioambiental, esta aparente claridad en el reparto 
de competencias de actuación se ve seriamente condicionada, por cuanto, como 
señala Zilioli[10], en este sector del Derecho se palpa una evidente tensión entre la 
necesidad de políticas y soluciones globales, homogéneas y unificadas para res-
ponder suficientemente a problemas transnacionales, y la necesidad y reivindi-
cación por los Estados de ámbitos de actuación para, a través de normas propias, 
satisfacer necesidades sentidas a nivel nacional.

A este respecto Chicharro Lázaro[11], ha señalado como la acción comu-
nitaria en este ámbito presenta, entre otras, una doble justificación: 

- el problema presenta aspectos transnacionales: en el sector medioambiental el 
carácter transnacional o transfronterizo de los problemas es patente en numero-
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sos casos;
- previene posibles distorsiones del mercado único: la ausencia de política comu-
nitaria de medio ambiente podría desembocar en la fragmentación del mercado 
interior, gracias a la aparición o mantenimiento de legislaciones nacionales que 
crean trabas a la libre circulación de bienes entre los Estados miembros.

	 Desgraciadamente, la realidad es que en numerosas ocasiones los pro-
blemas medioambientales presentan una dimensión transnacional que requieren 
soluciones coordinadas. Pero frente a ello todavía se alzan las voces de los Es-
tados, celosos guardianes de una mal entendida autonomía, y que además se 
amparan en cuestiones tales como la protección de sus intereses económicos o 
de determinados sectores empresariales para incumplir o abstenerse de aplicar la 
legislación ambiental.
	 Ello ha motivado que la acción individual de cada uno de los Estados  
sea insuficiente para preservar convenientemente el medio ambiente. Además la 
transición de las previsiones normativas comunitarias a la práctica es un proceso 
proceloso, cuya eficacia depende en buena medida los Estados cumplan con su 
parte de responsabilidad incorporando las Directivas a sus legislaciones inter-
nas.
	 La situación actual es muy insatisfactoria en este campo, produciéndose 
numerosos casos de incumplimiento grave de la legislación ambiental. Ello ha 
llevado a la Comisión ha proponer una serie de medidas más drásticas, en cuya 
consideración nos detendremos seguidamente.

3. La opción por la protección del medio ambiente me-
diante el Derecho Penal: la Propuesta de Directiva de 
2001.
 
	 La constatación de los múltiples y graves incumplimientos de la legis-
lación comunitaria ambiental, ha colmado la “paciencia” de la Comisión en su 
objetivo de diseñar una política comunitaria medioambiental.
	 Una de las causas fundamentales ha sido la laxitud de las sanciones  
establecidas por los Estados Miembros, que no se consideran suficientes, adecu-
adas y disuasorias para luchar contra los atentados al medio ambiente.
	 Además no todos los Estados miembros poseen en sus legislaciones pe-
nales, ni contemplan en sus políticas criminales sanciones claramente represivas 
cuando se trata de delitos medioambientales. Ello provoca un déficit de seguri-
dad jurídica[12] palpable.
	 De todos es conocido, como en los estados democráticos el derecho pe-
nal se considera la última frontera, la ultima ratio, a cuyo auxilio se recurre ante 
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sucesos (acciones y/u omisiones) de especial gravedad que requieren el máximo 
reproche por vulnerar los valores y derechos fundamentales, individuales y co-
lectivos, que nos definen como personas y ciudadanos.
	 Resulta por ello muy relevante que la Comisión Europea en sus inicia-
tivas opte por la adopción de políticas protectoras tan contundentes. La razón 
estriba, creemos que con acierto, en la constatación de que numerosos atentados 
al medio ambiente, no son una cuestión menor, o una mera infracción adminis-
trativa sino verdaderos delitos medioambientales contra los que hay que luchar 
con la contundencia del derecho penal.
	 A ese objetivo se dirige la Propuesta de Directiva relativa a la protec-
ción del medio ambiente por medio del derecho penal[13], y en cuyos contenidos 
nos detendremos.
	 La iniciativa se inscribe en la preocupación por una política uniforme 
a la defensa del medio ambiente, y la opción por el derecho penal se contempla, 
pese a las reticencias de los Estados, como veremos posteriormente, en atención 
a dos variables.
1. Principio de la prevención general. Sólo las acciones penales, a juicio de la 
Comisión, tienen un efecto suficientemente disuasor. Por un lado, al represen-
tar el maximun de reproche social, se configuran como un claro mensaje a los 
delincuentes. Por otro, evitan que la mera satisfacción económica, sirva para 
compensar casos de enorme daño medioambiental. El clásico principio de que 
“quien contamina paga” se ha revelado como insuficiente, por cuanto que no ha 
servido para disminuir los niveles de incumplimiento de la legislación ambiental. 
Muchas empresas están dispuestas a satisfacer las multas y sanciones administra-
tivas, pues los beneficios de su proceder lesivo siguen siendo cuantiosos.
2. Reforzamiento de las medidas de investigación y de procesamiento. Es indu-
dable que las medidas de investigación penal, y su efecto sobre los implicados, 
gozan de una naturaleza mucho más contundente que permite asegurar la eficacia 
de las investigaciones. Además, la Comisión pretende atajar con ello una cuestión 
flagrante, y que pone en entredicho la eficacia y contundencia de las sanciones. 
Este hecho no es otro que las autoridades administrativas o civiles encargadas 
de tramitar los expedientes sancionadores  a las empresas contaminantes, son en 
numerosos Estados, las mismas que concedieron los permisos o licencias para 
desarrollar dichas actividades.
	 En el fondo se pretende dar cumplimiento a una vieja aspiración de los 
defensores del medio ambiente, y creo que de todos los ciudadanos, y es que la 
justicia cabalgue por su senda, sin interferencias espurias.
	 Para la consecución de tal objetivo, pueden establecerse tres reglas bá-
sicas que delimitan el ámbito, la extensión y la vinculación de la iniciativa co-
munitaria: a) serán los propios Estados miembros los que decidirán las sanciones 
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penales conforme a su derecho interno; b) su ámbito de aplicación se concreta 
en los daños intencionales al medio ambiente o al daño causado por negligencia 
grave (por tanto, no se considera delito cualquier tipo de contaminación); c) la 
Directiva incorporará los actos que ya están expresamente prohibidos por el de-
recho ambiental vigente en la Unión[14].
	 Conforme a su artículo 1 “el propósito de la Directiva es asegurar una 
aplicación efectiva del Derecho comunitario relativo a la protección del medio 
ambiente estableciendo en la Comunidad un conjunto mínimo de delitos”. La 
cuestión por tanto no es establecer una nueva política, sino dentro de la misma 
línea de actuación reforzar uno de sus elementos: la eficacia. Materialmente la 
actuación queda delimitada por el propio Derecho comunitario, pues la iniciativa 
sólo se extiende a las actividades que incumplen el Derecho comunitario, o las 
normas adoptadas por los Estados en desarrollo y cumplimiento de la legislación 
ambiental (como vemos, de nuevo el principio de subsidiariedad).
	 La definición de que sea delito y de los elementos que la integran se 
contempla en el art. 3. Se determina como principio general que serán delictivas 
las actividades (entendidas como comportamiento activo y la omisión, cuando 
haya un deber legal de actuar, como señala el artículo 2.b) que se cometan inten-
cionadamente (dolo) o con negligencia grave y que puedan ser atribuidas a per-
sonas físicas o jurídicas. Las actividades contaminantes cubiertas son aquellas 
que generalmente causen o puedan causar deterioro significativo o daño sustan-
cial del medio ambiente. Respecto a las actividades “de peligro”, la Comisión 
señala como “se han prohibido per se en virtud de las legislaciones comunitarias, 
independientemente de si hay pruebas de un impacto dañino específico al medio 
ambiente en un caso concreto e individual. El Derecho comunitario considera  ta-
les actividades dañinas o particularmente peligrosas para el medio ambiente. Por 
esta razón, estas actividades deben también considerarse delitos, pues el riesgo 
para el medio ambiente radica en la actividad como tal, independientemente del 
daño final que cause”.
	 La enumeración de las infracciones que merecen la calificación de delito 
se han seleccionado en atención a que su infracción provoca graves daños al me-
dio ambiente, y su inclusión evidencia que “el hecho de que las actividades con-
tinúen existiendo en partes de la Comunidad es un importante indicador de que 
las sanciones existentes no surten siempre el necesario efecto de disuasión”[15].
	 Serán delitos, de acuerdo a la propuesta, las siguientes actividades:

(a) el vertido de hidrocarburos, aceites usados o lodos de aguas residuales;
(b) el vertido, emisión o introducción no autorizados de una cantidad de mate-
riales en el aire, el suelo o el agua y el tratamiento, vertido, almacenamiento, 
transporte, exportación o importación no autorizados de residuos peligrosos;
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(c) el vertido no autorizado de residuos en o dentro de la tierra o en el agua, in-
cluida la explotación no autorizada de un vertedero;
(d) la posesión, apropiación, daño, matanza no autorizadas o el comercio de es-
pecies protegidas de fauna y flora silvestres o de partes de las mismas;
(e) el deterioro significativo de un hábitat protegido;
(f) el comercio no autorizado de sustancias que agotan la capa de ozono;
(g) la actividad no autorizada de una fábrica en la que se llevan a cabo manipu-
laciones peligrosas o en la que se almacenan o se utilizan sustancias o prepara-
ciones peligrosas;

	 Esta enumeración debe completarse con el elenco de normas enumera-
das en el Anexo de la propuesta, y que colman materialmente la prohibición de 
actividades descritas.
	 Como señala la propia Comisión, “a efectos de la presente Directiva, 
cualquier modificación futura de las directivas enumeradas en el anexo se aplica-
rá automáticamente a esta directiva” El objetivo no es otro que asumir una visión 
dinámica y de numerus apertus en la determinación de la legislación ambiental 
cuyo incumplimiento generaría responsabilidades penales. Estableciendo esta 
cláusula se garantiza que no se verá menoscabada la seguridad jurídica, pero 
tampoco los niveles de protección ante los nuevos retos a que haya que hacer 
frente.
	 De otra parte, esta propuesta, considerando el principio de subsidiarie-
dad, no prevé la regulación de las investigaciones, ni de los procesos y procedi-
mientos penales y procesales. Corresponde a los Estados miembros, estableci-
das las conductas punibles, determinar las formas de imponer las sanciones, de 
acuerdo a sus especificidades normativas internas. Sólo se impone un requisito 
insalvable: las sanciones serán efectivas, proporcionadas y disuasorias, como es-
tablece su artículo 4.
	 En lo tocante a su dimensión subjetiva, se establece que la responsabi-
lidad por los hechos tipificados en el art. 3 se exigirá no sólo a los autores  sino 
también a los cómplices (participantes e instigadores).
	 La naturaleza de las sanciones a imponer se bifurca, conforme al artícu-
lo 4, según los responsables sean personas físicas o personas jurídicas. 
	 En cuanto a las personas físicas, deben ser castigadas con sanciones 
penales, que supondrán en los casos más graves la privación de libertad. Igual-
mente se establece la imposición de multas, exclusión del derecho a los bene-
ficios públicos o ayudas, descalificación temporal o permanente, de la práctica 
de actividades comerciales, colocando la actividad bajo supervisión judicial o 
liquidando la empresa del infractor.
	 En lo tocante a las personas jurídicas, la propia Comisión determina 
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que “es esencial para la aplicación efectiva del Derecho comunitario que protege 
el medio ambiente, que pueden ser tenidas por responsables y que se tomen en 
la Comunidad sanciones contra las mismas”[16]. A tal efecto, debe considerarse 
la imposición de sanciones que no sean penales, siempre y cuando cumplan el 
“sacro principio” ya reiterado de que sean efectivas proporcionadas o disuasorias 
(se piensa en multas, supervisión judicial, decisiones de liquidación o exclusión 
del derecho a beneficios o ayudas públicos).
	 El artículo 5 contempla la obligación de los Estados miembros de infor-
mar a la Comisión de las medidas adoptadas para el cumplimiento de la directiva  
[17]. El artículo 6 determina los plazos de transposición al derecho interno de los 
Estados miembros[18].
	 La propuesta se cierra con la determinación del plazo de entrada en vi-
gor (artículo 7) y con la clásica mención comunitaria de que los destinatarios de 
la directiva serán los estados miembros (artículo 8). 
	 Observará el lector como la propuesta de la Comisión es bastante exi-
gua. Pero no puede ser de otra manera. Su objetivo es articular una norma mí-
nima de protección del medio ambiente mediante el derecho penal. La labor se 
antoja titánica por las reticencias que ya se han constatado, y que incluso han 
propiciado la elaboración de otras alternativas legislativas que creo necesario 
considerar.

4. La contraoferta de los Estados miembros: Decisión 
Marco del Consejo de la Unión Europea de 2003.
 
	 Los Estados miembros, agrupados en el Consejo, no han acogido con 
buen agrado (por no decir con ninguno) la propuesta elaborada desde la Comisi-
ón.
	 Ellos también manifiestan estar preocupados por el aumento de las in-
fracciones al medio ambiente, su extensión transnacional, abogando igualmente 
por la necesidad de actuar de modo concertado para proteger el medio ambiente 
a través del derecho penal.
	 Ahora bien, lo que no están dispuestos a asumir es que por parte de la 
Comisión se intente imponer una Directiva, que según manifiestan, tras ser estu-
diada “ se llegó a la conclusión de que no se puede alcanzar la mayoría necesaria 
para su adopción debido a que la mayoría consideraba que esta propuesta supera-
ba las competencias que el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea otorga 
a la Comunidad y que los objetivos pueden alcanzarse mediante la adopción de 
una Decisión Marco basada en el Título VI del Tratado de la Unión Europea”.
	 Las objeciones parecen ser al procedimiento y al instrumento jurídico 
adoptado por la Comisión para acometer esta política, pero realmente tras ello se 
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esconde una opción de los Estados miembros por mecanismos menos intrusivos 
en sus competencias, más propios de la cooperación política que de la obligato-
riedad jurídica.
	 Para ello la Decisión Marco 2003/80/JAI[19] se articula en un texto que 
fue la alternativa al presentado por la Comisión, matizando, ampliando o redu-
ciendo, según el caso, las previsiones establecidas en la Propuesta de Directiva.
	 Su artículo 2 determina el elenco de actividades que deben ser objeto de 
prosecución y castigo penal, pues deberán ser tipificadas como delito en cada una 
de las legislaciones de los Estados miembros. Estas son:

a) el vertido, la emisión o la introducción de una cantidad de sustancias o de 
radiaciones ionizantes en la atmósfera, el suelo o las aguas, que causen la muerte 
o lesiones graves a las personas;
b) el vertido, la emisión o la introducción de sustancias o de radiaciones ioni-
zantes en la atmósfera, el suelo o las aguas, que causen o puedan causar su dete-
rioro duradero o importante, la muerte o lesiones graves a las personas, o daños 
sustanciales a monumentos u otros objetos protegidos, a bienes, a animales o a 
plantas;
c) la eliminación, el tratamiento, el almacenamiento, el transporte, la exportación 
o la importación ilícitos de residuos, incluidos los peligrosos, que causen o pue-
dan causar la muerte o lesiones graves a las personas, o daños sustanciales a la 
calidad del aire, del suelo o de las aguas o a animales o plantas;
d) la explotación ilícita de instalaciones en donde se realice una actividad pe-
ligrosa y que, fuera de dichas instalaciones, cause o pueda causar la muerte o 
lesiones graves a las personas, o daños sustanciales a la calidad del aire, del suelo 
o de las aguas o a animales o plantas;
e) la fabricación, el tratamiento, el almacenamiento, la utilización, el transporte, 
la exportación o la importación de materiales nucleares u otras sustancias ra-
dioactivas peligrosas que causen o puedan causar la muerte o lesiones graves a 
las personas, o daños sustanciales a la calidad del aire, del suelo, de las aguas, 
animales o plantas;
f) la posesión, apropiación, daño o matanza ilícitos o el comercio de especies 
protegidas de la fauna y flora silvestres o de partes de las mismas, al menos 
cuando estén amenazadas de peligro de extinción como se define en la legisla-
ción nacional;
g) el comercio ilícito de sustancias que agotan la capa de ozono.

	 La referencia al agua deben entenderse conforme a lo conceptuado en 
el artículo 1 de la Decisión: todas las clases de aguas subterráneas y superficia-
les, incluidas el agua de lagos, ríos, océanos y mares. Asimismo, en actividades 
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ilícitas cabe subsumir toda infracción a una ley, un reglamento administrativo 
o una decisión adoptada por una autoridad competente, incluida las que hagan 
efectivas disposiciones vinculantes de derecho comunitario, con objeto de prote-
ger el medio ambiente.
	 Como se observará las menciones son casi idénticas a las reseñadas en 
la Propuesta de Directiva, que han servido de base para la elaboración de esta 
“alternativa”[20]

	 Las actividades referidas serán sancionadas cuando fueren cometidas 
dolosamente, si bien el artículo 3 establece que sean tipificadas como infrac-
ciones penales aquéllas cuando se cometan por imprudencia, o al menos que la 
imprudencia sea grave.
	 Al igual que la propuesta de Directiva se contempla el castigo no sólo 
de los autores, sino de los partícipes o instigadores.
	 En cuanto a la naturaleza de las sanciones, se establece un régimen dual 
dependiendo de si la responsabilidad es imputable a una persona física o a una 
persona jurídica.
	 Conforme al artículo 5 las sanciones deben ser efectivas, proporcionadas 
y efectivas, incluyéndose en los casos más graves, penas de privación de libertad. 
Asimismo podrán imponerse otras sanciones como prohibición del desempeño 
de actividades empresariales o la fundación, gestión o dirección de empresas o 
fundaciones cuando los hechos causa de la condena evidencian un alto riesgo de 
que el condenado pueda volver a repetir los mismos hechos.
	 Las personas jurídicas, presentan una regulación más detallada. Tam-
poco debe causar sorpresa este extremo, pues respecto a las personas físicas es 
más fácil determinar la responsabilidad, y constituye una regulación normal en 
las legislaciones nacionales. Donde si surgen discrepancias, y omisiones, es en la 
determinación de los mecanismos de atribución de responsabilidad a las perso-
nas jurídicas. Si como señala la propia Decisión marco “estas infracciones pue-
den generar la responsabilidad no sólo de las personas físicas, sino también de 
las personas jurídicas” resulta evidente que una normativa que desde los Estados 
miembros pretende unificar sus legislaciones no podía obviar una solución única 
y unificada, aunque sea de mínimos, de la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas cuando de delitos ambientales se trate. 
	 Siguiendo lo indicado en el art. 6.1 deberán adoptarse las medidas ne-
cesarias para garantizar que las personas jurídicas puedan ser consideradas res-
ponsables por hechos cometidos por cualquier persona, sea a título individual, 
sea como representante de un consejo de administración, que tenga un cargo 
directivo basado: a) en un poder de representación; b) una autoridad para adoptar 
decisiones en nombre de la empresa; c) una autoridad para ejercer un control 
sobre la empresa.
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	 La responsabilidad no sólo se determina cuando se actúe en provecho 
propio de la empresa, extendiéndose a quien actúa como cómplice o como insti-
gador de los delitos.
	 Pero no sólo se castigan las conductas “activas”. Del mismo modo se 
contempla la responsabilidad por “omisión”. Es decir, cuando como señala el 
punto 2, del precepto que nos ocupa se determina que “cada Estado miembro 
adoptará las medidas necesarias para garantizar que una persona jurídica pu-
eda ser considerada responsable cuando la falta de vigilancia o control por 
parte de una de las personas jurídicas a que se refiere el apartado 1 haya hecho 
posible que una persona sometida a la autoridad de la persona jurídica de que 
se trate cometa las infracciones señaladas en los artículos 2 y 3 en provecho de 
dicha persona jurídica”.
	 Todo ello, sin perjuicio de la responsabilidad en que pudieran incurrir 
las personas físicas que sean autoras, cómplices o encubridoras de las conductas 
anteriormente descritas. Se pretende con ello que la responsabilidad de la em-
presa u organización no excluya o camufle la responsabilidad de quien realiza o 
colabora en el delito.
	 Las sanciones, al igual que para las personas físicas, deben ser efecti-
vas, proporcionadas y efectivas, adoptando, conforme al artículo 7, la forma de 
multas penales o administrativas, que podrán ir acompañadas de otras sancio-
nes, tales como exclusión del disfrute de beneficios y ayudas, prohibición del 
desempeño de actividades, vigilancia y/o disolución judicial, y de la obligación 
de adoptar determinadas medidas para evitar las conductas punibles.
	 El aseguramiento de las medidas reseñadas supone que “los Estados 
miembros deberían establecer una jurisdicción amplia en materia de delitos 
contra el medio ambiente de manera que se evite que las personas físicas o jurí-
dicas puedan eludir el enjuiciamiento por el mero hecho de que el delito no se 
cometió en su territorio”[21].
	 Con ese objetivo el artículo 8 establece que cada Estado será competen-
te cuando la infracción se cometa:

a) total o parcialmente dentro de su territorio, incluso cuando los efectos se pro-
duzcan totalmente fuera;
b) a bordo a de un barco o avión que enarbole su pabellón;
c) por cuenta de personas jurídicas cuya sede central se encuentre en su territo-
rio;
d) por uno de sus nacionales, siempre que la legislación de ese Estado miembro 
disponga que la conducta sea sancionable también en el país en que haya tenido 
lugar, o si el lugar donde se cometió no recayera bajo ninguna jurisdicción ter-
ritorial.
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No obstante, se contemplan excepciones a asumir la competencia, o a 
restringirla a casos concretos, cuando de los supuestos contemplados en los epí-
grafes c) y d) se trate. (¡sigue pesando mucho aún el principio de territorialidad 
penal!).

Para evitar la impunidad de determinados nacionales de los Estados 
miembros cuando éstos no prevean conceder la extradición se determina en el ar-
tículo 9 la obligación por parte del Estado no extraditante de establecer su propia 
competencia para conocer las infracciones cometidas por sus propios nacionales 
fuera de su territorio.

Pero no basta con reconocer la competencia, sino que se obliga a los 
Estados a someter los hechos a sus autoridades judiciales, pudiendo solicitar el 
auxilio y la cooperación conforme a lo establecido en el Convenio Europeo de 
Extradición.

El 15 de abril de 2003 la Comisión Europea presentó un recurso[22] 
contra la Decisión Marco, basándose fundamentalmente en que las medidas que 
pretende imponer la Decisión se inscriben claramente en las competencias comu-
nitarias, por que las mismas deben determinarse por el legislador comunitario, y 
no por los Estados miembros reunidos en el seno del Consejo.

El 26 de mayo de 2005, el Abogado General del Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea, Sr. Ruiz-Jarabo Colomer, ha emitido ya sus Conclusiones[23] 
en las que propone la estimación del Recurso presentado por la Comisión.

5. La Sentencia del Tribunal de Justicia de 13 de Septiem-
bre de 2005.

	 En dicha Sentencia[24], ya capital para la defensa de los valores ambien-
tales en la Unión Europea, estableció el Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
en su Fallo: “En virtud de todo lo expuesto, el Tribunal de Justicia (Gran Sala) 
decide:

1) Anular la Decisión marco 2003/80/JAI del Consejo, de 27 de enero de 2003, 
relativa a la protección del medio ambiente a través del Derecho penal.
2) Condenar en costas al Consejo de la Unión Europea.
3) El Reino de Dinamarca, la República Federal de Alemania, la República He-
lénica, el Reino de España, la República Francesa, Irlanda, el Reino de los Países 
Bajos, la República Portuguesa, la República de Finlandia, el Reino de Suecia, 
el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y el Parlamento Europeo 
cargarán con sus propias costas.”

	 Tal anulación, tuvo lugar, por cuanto señala el propio Tribunal en el 
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Resumen de esta Sentencia: 

“La Decisión marco 2003/80, relativa a la protección del medio ambiente a tra-
vés del Derecho penal, al estar basada en el título VI del Tratado de la Unión Eu-
ropea, invade las competencias que el artículo 175 CE atribuye a la Comunidad 
e infringe pues en su conjunto, debido a su indivisibilidad, el artículo 47 UE. En 
efecto, los artículos 1 a 7 de dicha Decisión marco, que comportan una armo-
nización parcial de la legislación penal de los Estados miembros, especialmen-
te por lo que se refiere a los elementos constitutivos de diferentes infracciones 
penales contra el medio ambiente, podrían haber sido adoptados válidamente 
sobre la base del artículo 175 CE puesto que, tanto por su finalidad como por su 
contenido, tienen como objetivo principal la protección del medio ambiente, que 
constituye uno de los objetivos esenciales de la Comunidad.

A este respecto, si bien es cierto que, en principio, la Comunidad no 
es competente en materia de Derecho penal ni en materia de Derecho procesal 
penal, ello no es óbice para que el legislador comunitario adopte medidas rela-
cionadas con el Derecho penal de los Estados miembros y que estime necesarias 
para garantizar la plena efectividad de las normas que dicte en materia de protec-
ción medioambiental, cuando la aplicación por las autoridades nacionales com-
petentes de sanciones penales efectivas, proporcionadas y disuasorias constituye 
una medida indispensable para combatir los graves atentados contra el medio 
ambiente. El hecho de que los artículos 135 CE y 280 CE, apartado 4, reserven a 
los Estados miembros la aplicación de la legislación penal nacional y la adminis-
tración de justicia en los ámbitos de la cooperación aduanera y de la lucha contra 
los perjuicios causados a los intereses financieros de la Comunidad, respectiva-
mente, no permite poner en duda esta competencia del legislador comunitario en 
el marco de la aplicación de la política medioambiental.

6. Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo 
y al Consejo sobre las consecuencias de la sentencia 
del Tribunal de 13.9.2005 dictada en el asunto C-176/03 
(Comisión contra Consejo)[25].

La Comisión Europea analiza en esta Comunicación el alcance y las 
consecuencias de la sentencia de 13 de septiembre de 2005 del Tribunal de Jus-
ticia de las Comunidades Europeas (TJCE). En el asunto C-176/03, la Comisión, 
respaldada por el Parlamento Europeo, solicita al Tribunal que anule la Decisión 
marco 2003/80/JAI del Consejo, de 27 de enero de 2003, relativa a la protección 
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del medio ambiente a través del Derecho penal. El TJCE accede a la demanda. 
La sentencia aclara el reparto de competencias entre el primer y el tercer pilar 
en materia penal, aunque el Derecho penal como tal no constituye una política 
comunitaria.

	 • Rechazo de la base jurídica

La Comisión interpuso el 15 de abril de 2003 un recurso de anulación 
ante el TJCE con el fin de anular la Decisión 2003/80/JAI adoptada por el Conse-
jo el 27 de enero de 2003. La Comisión considera que la base jurídica elegida por 
el Consejo, es decir, el artículo 29 y siguientes del Tratado de la Unión Europea 
(Tratado UE), para obligar a los Estados miembros a imponer sanciones penales 
a los autores de infracciones contra el medio ambiente, es incorrecta. La Comi-
sión considera que la base jurídica adecuada es el artículo 175, apartado 1, del 
Tratado constitutivo de las Comunidades Europeas (Tratado CE).

Por otra parte, la Comisión presentó, sobre esta base, una propuesta de 
directiva sobre la protección del medio ambiente. Así pues, las dos bases jurídi-
cas diferentes elegidas por el Consejo (Tratado UE) y la Comisión (Tratado CE) 
se inscriben en pilares diferentes, esto es, en el:

	  
Tercer pilar. El artículo 29 y siguientes utilizados por el Consejo se inscriben 
en el título VI del Tratado UE que trata de las disposiciones relativas a la coo-
peración policial y judicial en materia penal. La cooperación entre los Estados 
miembros en materia de justicia y asuntos de interior se lleva a cabo en el marco 
del «tercer pilar» en el que el nivel de integración europea es menor que en el 
Derecho comunitario. En particular, los Estados miembros también disponen de 
un derecho de iniciativa conjuntamente con la Comisión. El Consejo toma las 
decisiones por unanimidad, el Parlamento Europeo sólo tiene una función pura-
mente consultiva, y el Tribunal de Justicia ejerce un control limitado (no cabe, 
por ejemplo, el recurso por incumplimiento). 

Primer pilar. El artículo 175 elegido por la Comisión se inscribe en el título 
XIX del Tratado CE, relativo al medio ambiente. En el primer pilar, la Comisión 
goza de un derecho de iniciativa exclusivo en materia legislativa. En el ámbito 
del medio ambiente, las normas se aprueban de acuerdo con el procedimiento de 
codecisión previsto en el artículo 251 del Tratado CE.

• la protección del medio ambiente constituye uno de los objetivos esenciales de 
la Comunidad según el Tratado; 
• los artículos 174 a 176 CE constituyen, en principio, el marco en el que debe 
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desarrollarse la política comunitaria en el ámbito del medio ambiente; 
• la elección del sostén jurídico de un acto comunitario debe basarse en ele-
mentos objetivos susceptibles de control jurisdiccional, entre los que figuran, en 
especial, la finalidad y el contenido del acto. 

Tanto por su finalidad como por su contenido, los artículos 1 a 7 de la 
Decisión marco tienen como objetivo principal la protección del medio ambiente 
y podrían haber sido adoptados válidamente sobre la base del artículo 175 CE. 
Por lo tanto, el TJCE anula la Decisión marco 2003/80/JAI tal como solicitaba 
la Comisión Europea.

	 • Alcance de la sentencia

La aclaración aportada por la sentencia del Tribunal de Justicia sobre 
el reparto de competencias entre el primer y el tercer pilar suscita la siguiente 
situación:

• Las disposiciones de Derecho penal necesarias para la aplicación efectiva del 
Derecho comunitario se rigen por el Tratado CE (primer pilar): cuando es nece-
saria una disposición penal específica para la materia en cuestión para garantizar 
la eficacia del Derecho comunitario se adopta en el marco del primer pilar. Por 
el contrario, cuando no resulta necesario recurrir al Derecho penal o cuando ya 
existen suficientes disposiciones horizontales, no se legisla de manera específica 
a nivel europeo. Ello pone fin al mecanismo de doble texto legislativo (directiva 
o reglamento y decisión marco) al que se recurrió en diversas ocasiones en los 
últimos años. 
• Las disposiciones horizontales de Derecho penal destinadas a favorecer la 
cooperación judicial y policial están incluidas en el título VI del Tratado UE 
(tercer pilar): estas disposiciones en sentido amplio incluyen las medidas de re-
conocimiento mutuo, las medidas basadas en el principio de disponibilidad y las 
medidas de armonización del Derecho penal. Los aspectos de Derecho penal y 
procesal penal que requieren un tratamiento horizontal no se rigen en principio 
por el Derecho comunitario, como las cuestiones vinculadas a las normas gene-
rales de Derecho penal y procesal penal, y para la cooperación judicial y policial 
en materia penal. 

	 Esta sentencia, que sienta jurisprudencia, se refiere a la política me-
dioambiental comunitaria, pero su alcance sobrepasa ampliamente la materia en 
cuestión. El mismo razonamiento puede aplicarse íntegramente a las otras políti-
cas comunes y a las cuatro libertades (libre circulación de personas, mercancías, 
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servicios y capitales) en las cuales existen normas vinculantes que deberían ir 
acompañadas de sanciones penales para garantizar su eficacia.
	 El Derecho penal como tal no constituye una política comunitaria y la 
acción de la Comunidad en materia penal sólo puede basarse en una competencia 
implícita vinculada a una base jurídica específica. La aprobación de medidas pe-
nales sobre una base comunitaria sólo es posible de manera sectorial, y siempre 
que se demuestre la necesidad de luchar contra graves incumplimientos de los 
objetivos de la Comunidad. Corresponde a la Comisión apreciar esta necesidad 
caso por caso en sus propuestas, en función de las necesidades específicas de la 
política o la libertad comunitaria en cuestión que constituye la base jurídica del 
Tratado CE. Cuando en un sector determinado la Comisión considere que son 
necesarias medidas penales para garantizar la plena eficacia del Derecho comu-
nitario, éstas pueden comprender:

• el principio mismo del recurso a sanciones penales; 
• la definición del tipo, es decir, de los elementos constitutivos de la infracción; 
• la naturaleza e intensidad de las sanciones penales aplicables. 

Corresponde a la Comisión apreciar el grado de intervención comuni-
taria en el ámbito penal, privilegiando lo más posible el recurso a disposiciones 
horizontales no específicas del sector de que se trate. Así, cuando la eficacia del 
Derecho comunitario lo exija, la libertad de los Estados miembros en cuanto a la 
elección de las sanciones aplicables podrá eventualmente ser encuadrada por el 
legislador comunitario.

	 • Consecuencias de la sentencia

Por consiguiente, la Comunidad puede utilizar el Derecho penal para 
alcanzar sus objetivos. Sin embargo, un recurso al Derecho penal para garantizar 
la eficacia del Derecho comunitario sólo puede hacerse si se cumplen dos con-
diciones, a saber:

• Necesidad: las medidas de Derecho penal deben estar justificadas por la nece-
sidad de hacer eficaz la política comunitaria en cuestión. 
• Coherencia: las medidas de Derecho penal adoptadas de manera sectorial sobre 
una base comunitaria deben respetar la coherencia general del dispositivo penal 
de la Unión, con independencia de que se haya adoptado sobre la base del primer 
o del tercer pilar. 

Además de  la Decisión marco 2003/80/JAI, la sentencia del Tribunal 
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afecta a otros varios actos, puesto que la totalidad o parte de sus disposiciones se 
adoptaron sobre una base jurídica errónea. Esos actos se recogen en el Anexo de 
la presente Comunicación. Se trata de:

• Decisión marco 2000/383/JAI, sobre el fortalecimiento de la protección, por 
medio de sanciones penales y de otro tipo, contra la falsificación de moneda con 
miras a la introducción del euro, y Decisión marco 2001/888/JAI, por la que se 
modifica la anterior Decisión; 
• Decisión marco 2001/413/JAI, sobre la lucha contra el fraude y la falsificación 
de medios de pago distintos del efectivo; 
• Directiva 91/308/CEE, relativa a la prevención de la utilización del sistema fi-
nanciero para el blanqueo de capitales, y Decisión marco 2001/500/JAI, relativa 
al blanqueo de capitales, la identificación, seguimiento, embargo, incautación y 
decomiso de los instrumentos y productos del delito; 
• Directiva destinada a definir la ayuda a la entrada, a la circulación y a la es-
tancia irregulares, y Decisión marco del Consejo, de 28 de noviembre de 2002, 
destinada a reforzar el marco penal para la represión de la ayuda a la entrada, a la 
circulación y a la estancia irregulares; 
• Decisión marco 2003/568/JAI, relativa a la lucha contra la corrupción en el 
sector privado; 
• Decisión marco 2005/222/JAI, relativa a los ataques contra los sistemas de 
información; 
• Directiva 2005/35/CE, relativa a la contaminación procedente de buques y la 
introducción de sanciones para las infracciones, y Decisión marco 2005/667/
JAI, destinada a reforzar el marco penal para la represión de la contaminación 
procedente de buques; 
• Propuesta de Directiva relativa a la protección penal de los intereses financieros 
de la Comunidad; 
• Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo relativa a las 
medidas penales destinadas a garantizar el respeto de los derechos de propiedad 
intelectual, y Propuesta de Decisión marco del Consejo destinada a reforzar el 
marco penal para la represión de las infracciones contra la propiedad intelectual 
• Además, el 23 de noviembre de 2005, la Comisión decidió presentar al Tribunal 
de Justicia un recurso de anulación de la Decisión marco 2005/667/JAI del Con-
sejo, de 12 de julio de 2005, destinada a reforzar el marco penal para la represión 
de la contaminación procedente de buques.

	 • Corrección del Derecho existente a la luz de la sentencia

Según la Comisión, la corrección del Derecho existente a la luz de la 
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sentencia puede adoptar varias formas. Por una parte, podría procederse a una 
reconsideración de los textos existentes con el único objeto de ajustarlos al repar-
to de las competencias entre el primer y el tercer pilar. En ese caso, la Comisión 
no introduciría en sus propuestas disposiciones que difieran sustancialmente de 
las disposiciones adoptadas. Esta opción ofrece una solución simple y rápida, y 
permite preservar la esencia de la legislación comunitaria y la seguridad jurídica. 
Ahora bien, esta opción requiere un acuerdo previo entre la Comisión, el Consejo 
y el Parlamento Europeo. En caso de que no pudiera alcanzarse ese acuerdo, la 
Comisión haría uso de su facultad de proponer, a fin no sólo de restituir las bases 
jurídicas correctas a los actos adoptados, sino también de privilegiar soluciones 
de fondo conformes a su apreciación del interés comunitario.Por lo que se refiere 
a las propuestas pendientes, esta alternativa no resulta necesaria: la Comisión 
introducirá, en la medida requerida, las necesarias modificaciones en sus pro-
puestas, que seguirán íntegramente el procedimiento de decisión aplicable a su 
base jurídica.

7. Directiva 2008/99, del Parlamento Europeo y del Conse-
jo, de 19 de noviembre de 2008, relativa a la protección 
del medio ambiente mediante el Derecho Penal[26].

	 El objeto de esta nueva propuesta de Directiva es obligar a los Estados 
miembros a imponer sanciones penales para algunos comportamientos que per-
judican gravemente al ambiente. Como señala en sus Considerandos 2 y 3 “La 
Comunidad considera preocupante el aumento de los delitos medioambientales y 
sus efectos, que se extienden cada vez más fuera de las fronteras de los Estados 
en los que esos delitos se cometen. Tales delitos suponen una amenaza para el 
medio ambiente y, por lo tanto, requieren una respuesta apropiada. 
	 La experiencia ha demostrado que los sistemas de sanciones existen-
tes no son suficientes para lograr el total cumplimiento de la legislación para 
la protección del medio ambiente. Este cumplimiento puede y debe reforzarse 
mediante la aplicación de sanciones penales que pongan de manifiesto una de-
saprobación social de naturaleza cualitativamente diferente a la de las sanciones 
administrativas o un mecanismo de compensación conforme al Derecho civil.”

Este umbral mínimo de armonización permite aplicar mejor el Derecho 
medioambiental, de conformidad con el objetivo de protección del medio am-
biente que establece el artículo 174 del Tratado constitutivo de la Comunidad 
Europea (Tratado CE).

	 • Comportamientos punibles



BRAVO, A. A. S.. 415

Rev. Ciênc. Juríd. Soc. UNIPAR, v. 12, n. 2 p. 397-419 jul./dez. 2009

	 Los Estados miembros deben condenar todo comportamiento delibera-
do o debido al menos a una negligencia grave que constituya una infracción de 
la normativa comunitaria o nacional en el ámbito de la protección del medio am-
biente, así como la participación, la falta de vigilancia o la instigación a cometer 
tales actos, entre los que figuran:

• el vertido ilícito de materiales o de radiaciones ionizantes que cause o pueda 
causar la muerte o lesiones graves a personas o daños sustanciales al medio am-
biente; 
• el tratamiento ilícito, incluidos la eliminación, el almacenamiento, el transpor-
te, la exportación o la importación ilícitos de residuos peligrosos (entre otros, 
los hidrocarburos, los aceites usados, los lodos de depuradora, los metales o los 
residuos eléctricos y electrónicos); 
• el traslado ilícito de residuos para la obtención de un beneficio y en cantidad 
no desdeñable; 
la explotación ilícita de instalaciones en las que se realice una actividad peligro-
sa, o en las que se almacenen o utilicen sustancias o preparados peligrosos y que 
causen o puedan causar la muerte o lesiones graves a personas, o daños sustan-
ciales al medio ambiente; 
• la fabricación, el tratamiento, el almacenamiento, la utilización, el transporte, 
la exportación o la importación ilícitos de materiales nucleares u otras sustancias 
radiactivas peligrosas que causen o puedan causar la muerte o lesiones graves a 
personas, o daños sustanciales al medio ambiente; 
• la posesión, la apropiación o el comercio ilícitos de especies animales y vege-
tales protegidas; 
• el deterioro ilícito de un hábitat protegido; 
• el comercio o la utilización ilícitos de sustancias destructoras del ozono. 

	 • Sanciones

	 Las sanciones penales deben ser eficaces, proporcionadas y disuasorias. 
Se aplican tanto a las personas físicas como a las jurídicas.
En los casos especialmente graves, cometidos en circunstancias agravantes, los 
Estados miembros deben prever penas de reclusión para las personas físicas (la 
propuesta establece umbrales mínimos de pena máxima) y multas para las per-
sonas físicas o jurídicas (la propuesta establece igualmente umbrales mínimos 
de pena máxima). Las circunstancias agravantes propuestas son la comisión del 
delito por una organización delictiva o la comisión de una infracción que cause 
la muerte o lesiones graves a las personas o un deterioro sustancial del medio 
ambiente.
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	 Por otra parte, los Estados miembros pueden prever otros tipos de san-
ciones y medidas complementarias, entre ellas la obligación de reparar el per-
juicio causado, la prohibición de acogerse a subvenciones públicas, la inhabili-
tación temporal o permanente para ejercer determinadas actividades, un orden 
judicial de liquidación, la publicación de la decisión judicial, etc. 
	 Cada tres años, los Estados miembros deben presentar a la Comisión un 
informe sobre la aplicación de la futura Directiva. A continuación, la Comisión 
remitirá un informe al Consejo y al Parlamento Europeo.

8. A modo de conclusión: la necesaria concienciación y 
compromiso en la defensa de medio ambiente

Las iniciativas expuestas tienen el enorme valor de constituir la punta 
de lanza de una nueva estrategia en la lucha por la defensa del medio ambiente. 
Muchas objeciones, comentarios, censuras y críticas podrán realizarse respecto 
a su contenido. Lo que sí parece claro es la diferencia, pese a la preocupación 
común, en el diseño de las estrategias a desarrollar y en la importancia de unos u 
otros mecanismos para llevarlas a buen puerto.

Pero es también la historia de un gran fracaso. Décadas de luchas, de 
normativas, de esfuerzos parecen no haber servido para conseguir una eficaz, 
adecuada y unitaria defensa del medio ambiente en el ámbito comunitario. La 
realidad nos golpea casi a diario con sanciones, procedimientos de infracción y 
condenas a los Estados por incumplimiento, desidia, o simple abstención en la 
aplicación de la normativa medioambiental. Los conceptos de soberanía y terri-
torialidad estatales siguen siendo enarbolados como prerrogativas intocables que 
impiden una auténtica política comunitaria de defensa del medio ambiente.

Como hemos podido constatar las iniciativas consideradas no pretenden 
establecer una regulación cerrada y pormenorizada de todos los problemas a con-
siderar, se conforma con diseñar unos estándares mínimos, como un primer paso 
hacia una regulación más pormenorizada. 

Ahora bien, el salto cualitativo que supone recurrir al amparo del dere-
cho penal merece algunas consideraciones que no deben obviarse.

El derecho penal como última ratio hunde sus raíces en la consideración 
de que sólo los atentados más graves a los bienes e intereses individuales y colec-
tivos son susceptibles de someterse al reproche más contundente, a la restricción 
de derechos más palpable en la libertad y el patrimonio de los ciudadanos culpa-
bles de determinados actos lesivos.

 La apelación al derecho penal para la protección del medio ambiente, 
supone considerarlo como uno de esos valores e intereses, como una realidad, 
sin la que no se entiende la sociedad, ni los Estados, ni el propio ser humano. Si 
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el derecho penal debe acudir en defensa del medio ambiente es por que es tan 
importante, tan imprescindible, que un ataque contra el mismo resquebraja los 
cimientos de nuestra propia existencia. Como ha señalado Pérez Luño, “desde 
las etapas iniciales de la historia el hombre acude  a la naturaleza para una mejor 
comprensión de su propia dimensión social”[27].

Así, pues el derecho a un medio ambiente digno, y saludable, pasa a 
considerarse en una nueva dimensión, digno del mayor quantum de protección 
por parte del ordenamiento jurídico.

Llegado a  este punto debemos seguir inquiriéndonos acerca de la rele-
vancia de esta nueva percepción del medio ambiente. Al igual que con otros ám-
bitos de la política criminal cabe cuestionarse: ¿es, o sobre todo, será suficiente 
con el Derecho penal?; ¿es la única vía que queda?

Sin recaer de nuevo en la constatación del fracaso de las formulas pro-
tectoras ensayadas, si conviene señalar que la sola apelación al Derecho penal no 
bastará per se para erradicar los atentados al medio ambiente. En primer lugar, 
por que el derecho penal tenderá fundamentalmente a reprimir, a castigar una vez 
el daño se haya inferido. Al margen de los clásicos fines asignados al derecho 
penal (prevención general y especial), la función preventiva requiere de otros 
mecanismos y de otras implicaciones. Respondemos así a la segunda cuestión 
planteada: no basta sólo con el derecho penal para proteger adecuadamente al 
medio ambiente.

Es evidente que el derecho penal puede jugar un papel muy importante 
para articular un sistema sancionador frente a conductas que con anterioridad 
quedaban en la impunidad, o en una leve sanción (generalmente económica). 
Pero junto a él, para asegurar que se prevengan los atentados, deben aparecer 
otras variables a considerar: educación y compromiso.

Hay que informar a los ciudadanos de lo absolutamente imprescindible 
que es la defensa del medio ambiente. No sólo por lo obvio que supone que 
nuestro planeta es el que nos acoge, y que si enferma, enfermamos todos. Hay 
que recalcar la responsabilidad solidaria hacia el futuro, hacia las generaciones 
venideras, para que puedan disfrutar de las bondades naturales, intentado corre-
gir y prevenir (si es posible) los dislates por nosotros cometidos. Aunque parezca 
sorprendente, todavía amplias capas de población consideran la naturaleza y sus 
recursos como algo inacabable, eterno, que siempre estará ahí, sin saber que 
antes había mucho más que ver, y que, incluso lo que hoy contemplamos, no es 
más que la versión ajada de una naturaleza que olvidamos, pese a ser el soporte 
de todo. No quisiera caer en el pesimismo o en el drama, pero los datos son con-
tundentes: desertización, agujero de la capa de ozono, extinción de especies,...

La información y educación medioambiental se revela como impres-
cindible, para concienciarnos todos de que no es un problema ajeno, que es un 
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problema propio, sobre el que hay que ponerse a trabajar entre todos, para evitar 
que se produzca el daño, y cuando esto no sea por desgracia posible, que no que-
den impunes los culpables.

Junto a la educación, la otra variable viene determinada por el compro-
miso. Pero no sólo de los ciudadanos en los términos expresados, sino también 
de los Estados. También ellos deben sentir el problema como algo global, no 
circunscrito a los hechos acaecidos dentro de los límites de sus fronteras terri-
toriales.

Si no desarrollan políticos solidarios entre los Estados, sino no se com-
prende que el problema es global, sino se entiende de una vez que la conta-
minación o el daño al medio ambiente no conoce de fronteras, no estaremos 
consiguiendo nada, salvo justificar lo injustificable o dando palos de ciego. Los 
responsables políticos y económicos deben comprender que sin un pacto uni-
versal para salvar a la naturaleza no vamos a poder salvarla. Las iniciativas des-
plegadas hasta ahora evidencian las reticencias que sigue habiendo por parte de 
algunos países, lo influyente de la industria, y lo poco en serio que algunos se 
toman la defensa del medio ambiente. 

Las iniciativas desplegadas en el ámbito comunitario, con las reservas 
expresadas, tienen el valor de intentar aunar ambos elementos: el endurecimiento 
de las sanciones para los  criminales contra el medio ambiente, junto a la poten-
ciación de la educación y la formación de los ciudadanos. Como hemos obser-
vado en el propio seno de las instituciones surgen discrepancias, formas diversas 
de atacar el problema, de plantear soluciones. Pero en lo que sí existe acuerdo 
es la necesidad de reforzar la protección del medio ambiente. La Sentencia del 
Tribunal de Justicia de la Unión nos da la razón a los que venimos defendiendo, 
hace ya mas de una década, que construir Europa no es sólo compartir unas 
instituciones o unas políticas más o menos coherentes, sino que Europa debe 
ser ese espacio unido que, sobrevolando las soberanías nacionales, apueste de 
una manera democrática, firme y contundente, por la defensa de nuestro medio 
ambiente.

Constatado y asumido claramente el fracaso de otras medidas protec-
toras, ha llegado el momento de   actuar con contundencia. Esperemos que la 
aplicación e implementación de la Directiva en los diferentes Estados Miembros, 
sea lo más rápido y efectivo, y nos dotemos de un instrumento imprescindible 
para luchar contra esos “criminales ambientales”, y que aun actúan amparados 
en una difusa impunidad de normas y procedimientos nacionales, más o menos 
divergentes. Alguien dirá, no sin razón, de que el texto de la Directiva es muy ge-
nérico, que no impone sanciones determinadas, pero tiene de determinante la cre-
ación de un nuevo paradigma, de una nueva cultura en la protección ambiental: la 
criminalización de los atentados ambientales y su contundente persecución. 
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Especialmente importante es la imputabilidad de las actuaciones penales 
societarias. Aquella máxima clásica “societas delinquere non potest” ha decaído 
por dejar paso a la responsabilidad de las personas jurídicas que podrán, incluso, 
ser disueltas. Amén de la responsabilidad criminal personal de los responsables 
y/o administradores que no podrán escudarse en las formulas societarias para 
escurrir su responsabilidad.

Ahora bien, no todo acaba aquí. Al contrario, desde ese momento hay 
que exigir que las medidas comunitarias adoptadas se cumplan diligente y efi-
cazmente por los Estados miembros. Ha llegado el momento de acabar con la 
impunidad.
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